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SEÑOR 

JUEZ 3 CIVIL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE BOGOTA  

(ORIGEN JUZGADO 3 DEL CIRCUITO)  

E.                            S.                              D. 

 

REF : PROCESO EJECUTIVO 2018-292 – AUTO UNION VS IPS SER - RECURSO 

DE REPOSICION  

 

ASTRID BAQUERO HERRERA, en calidad de apoderada de la parte demandante 

de conformidad al auto emitido por su despacho de fecha 11 de julio notificado en 

estado del 12 de julio de 2023 INTERPONGO EL RECURSO DE REPOSICION en 

el sentido de indicar a su despacho que EN LA ACTUALIDAD LAS DILIGENCIAS 

PENALES CON RADICADO 110016000050201808641 SE ENCUENTRAN EN LA 

FISCALIA 96 LOCAL DESDE EL 20 DE FEBRERO DE 2023 y obedece a denuncia 

penal instaurada de mi parte como APODERADA DE VICTIMA de FINANZAUTO 

S.A. BIC de conformidad a denuncia penal que anexo. Estas diligencias están 

INACTIVAS por acumulación procesal y se encuentran bajo el 

radicado110016000050201913892.  

Solicito así se ACLARE en el auto impugnado que la solicitud se realizará a la 

Fiscalía 96 Local de Estafas de la ciudad de Bogotá dentro de las diligencias 

penales 110016000050201808641 /110016000050201913892. 

Anexo denuncia penal ( 110016000050201808641) 

ATTE 

 

 

ASTRID BAQUERO HERRERA 

C.C. 51.847.860 de Bogotá 

T.P 116.915 C.S.J 













Consejo Superior de la Judicatura
Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia

LA DIRECTORA DE LA UNIDAD DE REGISTRO NACIONAL DE ABOGADOS Y

AUXILIARES DE LA JUSTICIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

C E R T I F I C A

Certificado de Vigencia N.: 1177332

Que de conformidad con el Decreto 196 de 1971 y el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 270 de
1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, le corresponde al Consejo Superior de la
Judicatura regular, organizar y llevar el Registro Nacional de Abogados y expedir la correspondiente
Tarjeta Profesional de Abogado, duplicados y cambios de formatos, previa verificación de los
requisitos señalados por la Ley. También le corresponde llevar el registro de sanciones disciplinarias
impuestas en el ejercicio de la profesión de abogado, así como de las penas accesorias y demás
novedades.

Una vez revisados los registros que contienen la base de datos de esta Unidad se constató que el (la)
señor (a) ASTRID ESTHER BAQUERO HERRERA, identificado(a) con la cédula de ciudadanía No.
51847860., registra la siguiente información.

VIGENCIA

CALIDAD NÚMERO TARJETA FECHA EXPEDICIÓN ESTADO

Abogado 116915 02/09/2002 Vigente

En relación con su domici l io profesional, actualmente aparecen registradas las siguientes
direcciones y números telefónicos:

DIRECCIÓN DEPARTAMENTO CIUDAD TELEFONO

Oficina AV CLL 26 NO 19 B 95 BOGOTA D.C. BOGOTA 7121059 ­ 3163085492

Residencia AV CLL 26 NO 19 B 95 BOGOTA D.C. BOGOTA 7121059 ­ 7121059

Correo ABOGADOSBAQUEROYBAQUERO@GMAIL.COM

Se expide la presente certificación, a los 27 días del mes de abril de 2023.

ANDRÉS CONRADO PARRA RÍOS
Director

Notas 1­ Si el número de cédula, los nombres y/o apellidos presentan error, favor dirigirse a la Unidad de Registro Nacional de Abogados y
Auxiliares de la Justicia. 
2­ El documento se puede verificar en la página de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co a través del número de certificado y fecha
expedición. 



Julio 10 de 2023 

Señores 

JUZGADO 3 CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCION DE SENTENCIAS DE BOGOTA 

Doctora ALIX JIMENA HERNANDEZ GARZON 

J03ejeccbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

gdofejeccbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

cc  fidelgonvillamil@hotmail.com 

Ciudad 

 

Referencia: Proceso Ejecutivo Hipotecario 11001 31 03 011 2012 00396 00 

                      De          Diego Andrés González Medina 

                      Contra   OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTAN, CAMILO ERNESTO HERNANDEZ  

                                      MEJIA y otros . 

                      Solicitud de nulidad numeral 2 del artículo 133 del CGP 

 

Respetada Señoría: 

 

OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTAÑA, identificado como aparece al pie de mi firma, 

actuando en cuenta propia,  y, como apoderado judicial de CAMILO ERNESTO HERNANDEZ MEJIA, 

tal como consta en poder que se adjunta en cadena de correos, mediante el presente escrito 

presento solicitud de nulidad basado en el numeral 2 del artículo 133 del CGP. 

 

1. El Honorable Tribunal de Bogotá, Sala Civil, Magistrado Marco Antonio Alvarez,  el 19 de 

octubre de 2017, dictó Sentencia dentro del proceso de la referencia, y en sus apartes dijo: 

“… En relación con el demandado CEH, la sala se mantiene en el criterio que había señalado en su 
fallo anterior y aquí nuevamente lo reitera, en el sentido de establecer que él carece de 
legitimación en la causa para enfrentar esta acción hipotecaria, toda vez que no es ni propietario 
del inmueble perseguido en este proceso y tampoco es hipotecante, aunque él sí suscribió la letra 
de cambio, como el demandante aquí ejerció fue una acción real,  contra él, entonces no procedía 
adelantar el proceso.  Si bien es cierto que los artículos 2422 y el 2448 autorizan al acreedor 
hipotecario para ejercer acción real, como aquí se ejercitó, el artículo 554 del CPC que era el 
vigente para cuando se inició esta demanda,  establecía que en estos casos la demanda debe 
dirigirse contra el propietario y esa condición no la ostenta el señor Camilo Ernesto Hernández, 
como se desprende del folio de matrícula número 50C-312554, quien tampoco es hipotecante 
como lo refleja la EP 10609 de 2004.  Por consiguiente por el Señor Camilo Hernández la 
ejecución no continuará. ( Resaltos y negrilla de mi parte). 
 
08:33:52 En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Bogotá en Sala primera de decisión, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia 
de 18 de enero de 2017, proferida por el Juzgado 35 CC de la ciudad, dentro del proceso de la 
referencia, y en su lugar  
 



… 
 
RESUELVE: 
 

1. Declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva  del 
demandado Camilo Ernesto Hernández Mejía  frente a la acción real hipotecaria, lo 
mismo que la de prescripción extintiva de la obligación con relación del demandado 
Obdulio De Jesús Hernández Mejía, a quienes por ende, se excluyen de la ejecución. 

2. Ordenar el levantamiento de las medidas cautelares practicadas sobre la cuota parte que 
pertenece al demandado Obdulio De Jesús Hernández Montaña sobre el inmueble objeto 
de la garantía hipotecaria. Ofíciese por el juzgado  a quien corresponda teniendo en 
cuenta los eventuales embargos de remanentes. 

3.  Ordenar seguir adelante con la ejecución únicamente contra la demandada Carmen 
Patricia Mejía De Hernández  y respecto de la cuota parte de la que ella es propietaria, por 
la suma de $ 49.870.344.47 más los intereses moratorios a partir del primero (01) de mayo 
de dos mil doce (2012) y hasta que se pague la totalidad de la deuda, a la tasa máxima 
convencional que será del uno punto cinco por ciento ( 1.5%) del interés pactado, sin 
sobrepasar los topes legales, observando en todo caso las fluctuaciones que haya tenido la 
tasa. 

4. Ordenar el remate de la cuota parte del inmueble cautelado que pertenece a la 
demandada Carmen Patricia Mejía De Hernández , previo avalúo del mismo, para que con 
su producto se pague la obligación objeto de recaudo. 

5. Disponer que se liquide el crédito en la forma prevista en el artículo 446 del CGP  
6. Condenar en costas a la parte demandada, pero reducidas a un treinta por ciento (30%). 

La parte demandante asumirá las costas causadas en beneficio de los dos ejecutados 
excluidos del proceso. 

7. No habrá condena de costas en  esta instancia dada la prosperidad parcial del recurso. 
 

La decisión queda notificada en estrados…” 
 

Respecto de las costas procesales, en sano derecho existe el principio que, quien pierda paga,  o,  

quien gana cobra, siempre y cuando se estimen todas sus pretensiones.  Y será parcial cuando no 

todas las pretensiones sean estimadas, correspondiéndole al vencedor correr con las costas que 

sean decretadas en favor del vencido o de quienes fueron excluidos del proceso. 

El artículo 365 del CGP, que habla sobre la CONDENA EN COSTAS, dice que  se condenará en costas 

a la parte vencida en el proceso y a su vez, el numeral 2  dice que la condena se hará en sentencia 

o auto que resuelva la actuación a que dio lugar a aquella.  

Inicialmente, en fallo del 18 de enero de 2017 proferida por el Juzgado 35 Civil del Circuito de la 

ciudad de Bogotá,   el juez había fijado condena en costas a los demandados, incluidos CAMILO 

ERNESTO HERNANDEZ MEJIA Y OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTANA  

El artículo 366 del CGP establece que, las costas y agencias serán liquidadas en el Tribunal o 

Juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia 

que las imponga o la de obedecimiento a lo resuelto por el superior. 



Si bien es cierto que en la RESOLUCION de la apelación de la Sentencia, en el punto 6. el Honorable 

Tribunal dijo “ … La parte demandante asumirá las costas causadas en beneficio de los dos 

ejecutados excluidos del proceso…”, en la parte motiva de la misma no se hizo pronunciamiento 

alguno al respecto.  

Respecto del demandado OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTANA, el Honorable Tribunal, en el 

fallo del 19 de octubre de 2017, a las 08:20:46,  dijo  lo siguiente: 

“…Pero, si el Tribunal incluso,  tomara como fecha de  vencimiento, siguiendo el criterio que se 
planteó en la excepción, sería el primero (1) de septiembre de 2008, sobre la base de haber 
vencido los 48 meses del plazo, aún, bajo ese criterio, y con los lineamientos de la Corte, habría 
que afirmar que para el primero (1) de septiembre de 2011, también estaría prescrita la letra, 
porque la demanda se presentó el once (11) de julio de dos mil doce (2012) y por tanto no serviría 
para interrumpir la prescripción. Incluso a folio 4 del expediente, obra un documento en el que se 
menciona que hubo un cambio de 28 cheques de los primeros que habían sido entregados en 
garantía, venciendo el primero de ellos el 30 de mayo de 2006. Este documento podría 
interpretarse como una interrupción natural de la prescripción, pero aún bajo esa hipótesis y 
sobre la base, según lo previsto en el artículo 2539 del CC, de computarse nuevamente el plazo 
prescriptivo,  ese plazo vencería el 30 de mayo de 2009, hipótesis en la que en cualquier evento y 
siguiendo los lineamientos de la Corte, que insistimos, acatamos, también estaría prescrita la 
acción cambiaria, razón por la cual, en lo que concierne al señor Obdulio De Jesús Hernández 
Montaña el Tribunal revocará la sentencia para declarar probada la excepción de prescripción 
de la acción cambiaria. En un todo de acuerdo con el fallo de tutela que gobierna esta decisión. 
(Resaltos y negrillas de mi parte). 
 
 
SOLICITUD DE NULIDAD 
 
Basado en lo anteriormente expuesto, y especialmente en los apartes resaltados y en negrilla – de 
mi parte-, elevo solicitud de nulidad con base en el  numeral 2 del artículo 133 del CGP, toda vez 
que se pretermitió la condena  a cargo del demandante DIEGO ANDRES GONZALEZ MEDINA y en 
favor de los demandados OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTANA y CAMILO ERNESTO 
HERNANDEZ MEJIA, resultante de la Sentencia de segunda instancia dictada el 19 de octubre de 
2017 por el Honorable Tribunal Superior de Bogotá, Magistrado Ponente Marco Antonio Alvarez,  
y debidamente ejecutoriada, en la que excluyó a los dos como demandados y ordenó no continuar 
con la ejecución en contra de ellos. Con el actuar se ha procedido en contra de providencia 
ejecutoriada del superior. 
 
Atentamente, 
 
 
OBDULIO DE JESUS HERNANDEZ MONTAÑA 
CC. No. 19.239.321 de Bogotá 
TP. No. 81090 del CSJ 
odjhm@yahoo.es 
 
 



 







Señor  

JUEZ 3° CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BOGOTÁ,  

D.C.  

E. S. D.   

  

REF.- EJECUTIVO DEL BANCO BBVA contra ORTIZ REY INGENIEROS S.A, LUIS  

ALBERTO ORTIZ REY, OLGA CECILIA BARRAGÁN y GAS CONSULTORES S.A. 

RAD. – 013-2011-00727  

  

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE RESUELVE LA 

OBJECIÓN A LA LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO.  

  

En mi condición de apoderado de la parte demandada, de manera comedida 

interpongo recurso de apelación contra su providencia de julio 13 de 2023 

que declara fundada la objeción a la liquidación del crédito presentada por la 

parte demandada, lo que es procedente a tenor del artículo 446-3 del Código 

General del Proceso. 

Procedo a sustentarlo en la siguiente forma: 

Al presentar la actualización de la liquidación del crédito no se tomó como 

base la liquidación en firme por $308.298.016 aprobada por auto de junio 26 

de 2013 (fol. 86 del expediente físico), en vista del Acuerdo de 

Reestructuración de la deuda que el codeudor ORTIZ REY INGENIEROS S.A. 

celebró con todos sus acreedores, entre ellos el banco entonces demandante, 

dentro del proceso de insolvencia que cursa en la Superintendencia de 

Sociedades.  

El acuerdo de reestructuración versó sobre el pago a largo plazo de la deuda, 

únicamente de capital de $191.986.706, con remisión o condonación de los 

intereses de todas las obligaciones a favor del banco y a cargo de dicha 

sociedad, existentes a 10 de marzo de 2013, fecha de admisión al proceso de 

insolvencia.   

El artículo 40 de la Ley 1116 de 2006 prescribe la obligatoriedad de este 

acuerdo para todos, deudores y acreedores, entre ellos el banco frente a los 

codeudores en este proceso demandados, norma que el juez debe acoger 

para allanarse a la realidad procesal y que lo justifica plenamente para 

modificar el título valor de recaudo y la base de la liquidación inicialmente 



aprobada, en aras de la protección de los derechos sustantivos de la 

demandada. 

Usando la facultad contenida en el artículo 70 de la Ley 1116 de 2006, el actor 

continuó esta acción ejecutiva contra los demás deudores solidarios, para el 

cobro de la deuda, pero ya reestructurada. 

La presunta independencia que genera la division de los escenarios de cobro, 

según la providencia de la Honorable Corte Suprema de Justicia que se cita en 

la providencia apelada, no se opone a que pueda aplicarse el claro mandato 

del artículo 1575 del Código Civil a nuestro caso, para concluir que el acreedor, 

habiendo condonado la deuda de los intereses a uno de los deudores 

solidarios (la sociedad en reestructuración), no tiene derecho a cobrárselos a 

los demás acreedores solidarios que en otro escenario siguen demandados. 

Tengamos en cuenta que dicha condonación depende de un ordenamiento 

legal (arts. 1571 y 1575 del Código Civil), de un acuerdo de voluntades, que 

no es consecuencia indefectible de la apertura de un concurso ya que puede 

realizarse por fuera de él.  

Por lo anterior atentamente solicito revocar la providencia apelada y en su 

lugar aprobar la actualización de la liquidación del crédito presentada; ordenar 

que de los valores depositados como remanentes por el Juzgado 5° Civil del 

Circuito de Ejecución de Sentencias se entregue al ejecutante la suma de 

$143.990.029 y el saldo a los ejecutados, efectuado lo cual se decrete la 

terminación del proceso por pago total de la obligación.  

   

Atentamente,   

 

CARLOS HURTADO VÉLEZ  

T.P. 13.714 C. S. de la Jud. – 

hurvelez2@yahoo.es  

 







 
 

 

. 

 

Señor 

JUEZ 3º CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 

BOGOTÁ  
E-MAIL: j03ejeccbta@cendoj.ramajudicial.gov.co   

E.S.D 

 

REF:  Demanda Acumulada de efectividad de la Garantía Real de mayor 

cuantía – Demandante principal CONJUNTO RESIDENCIAL QUINTAS DE 

ZARAGOZA. 

 
Demandante:  JORGE IVAN VILLEGAS PONCE 

Demandado:  INVERSIONES EL GIRASOL SAS. 

RADICADO:  11001400307220160041600 

Asunto:               RECURSO DE APELACIÓN 

 

ANA MARÍA TORRES DÍAZ, identificada como aparece al pie de mi firma, 
obrando en mi calidad de apoderada del Señor JORGE IVÁN VILLEGAS 

PONCE, según poder aportado con la demanda, de manera comedida 

manifiesto al Despacho que encontrándome dentro del término otorgado por el 

artículo  321 CGP, interpongo RECURSO DE APELACIÓN contra el auto de fecha 

11 de julio de 2023,  que niega el mandamiento de pago de la demanda 

acumulada presentada por la suscrita apoderada en favor de mi mandante,  

siendo procedente interpongo  de la siguiente manera: 

I. REPAROS CONCRETOS: 

 

1. Fundamenta la negativa de la orden de apremio en la inexistencia de 

requisitos de exigibilidad del título. Reclama su despacho que la 

RELIQUIDACIÓN DE CRÉDITOS EN UPAC Y PESOS CON UVR. FORMATO 

254, ELABORADA PARA LA ÉPOCA POR LA SUPERINTENDENCIA 
BANCARIA DE COLOMBIA, HOY SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE 

COLOMBIA, no comprende la REESTRUCTURACIÓN DEL CRÉDITO. 

2. No se tiene en cuenta por el Despacho, que el sustento legal de la 

demanda acumulada es una sentencia de Unificación, que se describe a 

continuación y constitye el fundamento legal de este Recurso. 

DE LA APLICACIÓN DE LA SU – 787 DE OCTUBRE 11 DE 2012. 
 

Ahora bien, en el asunto en comento no aplica la reestructuración pues los 

deudores carecen de capacidad financiera para asumir la obligación en nuevas 

condiciones, tal como se colige de la Sentencia SU – 787 fechada once 

(11) de octubre del año dos mil doce (2.012), emitida por la Honorable 

Corte Constitucional, Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, al 

pronunciarse respecto de los casos en los cuales, no se debía dar terminación a 
los procesos ejecutivos hipotecarios, por ministerio de la Ley 546 de 1.999, ni 

efectuar la reestructuración de los mismos, reza:  

 

“Así, tratándose de deudores que se encontraban al día, aplicados la 

reliquidación y los abonos previstos en la Ley, la obligación seguía su curso en 

los términos en los que había sido pactada, esto es, por el plazo que le 
quedase de vigencia y de acuerdo con el sistema de amortización pactada.” 

 

 “Del mismo modo, es preciso tener en cuenta que la reestructuración 

presupone que el deudor acredite capacidad de pago para asumir la 

obligación en las nuevas condiciones, de manera que si, aplicando las 
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. 

condiciones más benéficas que procedan para los deudores de acuerdo 

con la ley, evaluadas por el juez a cuyo cargo está la ejecución, se 

concluye que el deudor no está en capacidad de asumir la obligación 

refinanciada, se excepcionaría el mandato de dar por terminado el 
proceso, en razón a que resultaría contrario a la economía procesal, a 

los derechos del acreedor y los intereses del deudor que hubiese que 

iniciar, de manera inmediata, un nuevo proceso ejecutivo, 

desconociendo el que se había venido adelantando.” (negrillas fuera del 

texto). 

 

 “(…) se reitera, dicho proceso resulta operativo cuando el deudor está en 
capacidad de asumir el pago de su obligación reliquidada, aliviada y 

reestructurada. Por el contrario, cuando pese a la aplicación de esos 

mecanismos el deudor no está en capacidad de pagar, la terminación 

del proceso no parece razonable o no parece obedecer un imperativo 

constitucional. Es esta hipótesis, el proceso ejecutivo debería 

continuar hasta su culminación, dada la imposibilidad de reestructurar 
la obligación.” (negrillas y subrayas fuera del texto). 

 

La capacidad de pago del deudor, como lo advirtió la Corte Constitucional en la 

sentencia SU-787 de 2012, postura que ha acogido la Sala de Casación Civil de 

la Corte Suprema de Justicia. En dicha providencia, el Tribunal Constitucional 

señaló que: 
 

“la reestructuración presupone que el deudor acredite capacidad de pago para 

asumir la obligación en las nuevas condiciones, de manera que si, aplicando las 

condiciones más benéficas que procedan para los deudores de acuerdo con la 

ley, evaluadas por el juez a cuyo cargo está la ejecución, se concluye que el 

deudor no está en capacidad de asumir la obligación refinanciada, se 

excepcionaría el mandato de dar por terminado el proceso, en razón a que 
resultaría contrario a la economía procesal, a los derechos del acreedor y los 

intereses del deudor que hubiese que iniciar, de manera inmediata, un nuevo 

proceso ejecutivo”. De ahí que “las reglas aplicables, de acuerdo con el marco 

constitucional, son las siguientes: (…) (iv) cuando (…) se advierta por el juez, o 

que existen otros procesos ejecutivos en curso contra el deudor, por 

obligaciones diferentes, o que no obstante la reestructuración, el deudor 
carece de la capacidad financiera para asumir la obligación, se exceptúa el 

mandato de dar por terminado el proceso, el cual continuará, en el estado en 

el que se encontraba, por el saldo insoluto de la obligación”.  

 

“A falta de previsión expresa, habría que concluir que el saldo es el valor de la 

obligación insoluta, una vez aplicados la reliquidación y los alivios; el plazo y 

los intereses, los mismos que los del crédito original, con los ajustes que 
hubiesen resultado de la reliquidación. Sin embargo, nada de lo anterior está, 

ni en la ley, ni en la jurisprudencia, razón por la cual no cabe afirmar que 

incurría en algún tipo de responsabilidad la entidad bancaria que, motu 

proprio, no impusiese la reestructuración.” 

 

“Aún con los anteriores ajustes en la línea jurisprudencial, subsisten vacíos, 
como, por ejemplo, el relacionado con los casos en los cuales exista embargo 

de remanentes. En ese evento, la terminación del proceso ejecutivo iniciado 

por la entidad financiera no obra para beneficio del deudor conforme al 

objetivo de la ley, puesto que continuaría la ejecución por la otra obligación y 

si no puede pagar se rematará el bien y el efecto no habría beneficiado al 

deudor y habría perjudicado al acreedor financiero en beneficio de un tercero 
acreedor. En tales casos, es razonable que no proceda la reestructuración si el 

deudor no obtiene una reestructuración de la totalidad de sus obligaciones.” 



 
 

 

. 

 

“Del mismo modo, es preciso tener en cuenta que la reestructuración 

presupone que el deudor acredite capacidad de pago para asumir la obligación 

en las nuevas condiciones, de manera que si, aplicando las condiciones más 
benéficas que procedan para los deudores de acuerdo con la ley, evaluadas por 

el juez a cuyo cargo está la ejecución, se concluye que el deudor no está en 

capacidad de asumir la obligación refinanciada, se excepcionaría el mandato de 

dar por terminado el proceso, en razón a que resultaría contrario a la economía 

procesal, a los derechos del acreedor y los intereses del deudor que hubiese 

que iniciar, de manera inmediata, un nuevo proceso ejecutivo”.  

 
“Adicionalmente, es preciso que no haya otros procesos ejecutivos en contra 

del deudor, en los que se haya solicitado el embargo de remanentes. En tales 

casos, la obligación, aún si se entendiera reestructurada se vuelve plenamente 

exigible. 

 

De todo lo anterior surge que una reconstrucción de la jurisprudencia 
constitucional sobre esta materia, ajustada con los elementos de análisis que 

se han ido haciendo evidentes en las distintas oportunidades en las que la 

Corte se ha ocupado del tema, muestra que las reglas aplicables, de acuerdo 

con el marco constitucional, son las siguientes: (i) En el ámbito de la Ley 546 

de 1999, los procesos ejecutivos hipotecarios iniciados antes del 31 de 

diciembre de ese año, una vez realizada la reliquidación del crédito y aplicados 
los alivios correspondientes, terminan por ministerio de la ley; (ii) si cumplidas 

las anteriores condiciones subsiste un saldo insoluto, deudor y acreedor deben 

llegar a un acuerdo de reestructuración; (iii) a falta de acuerdo, la 

reestructuración debe hacerse directamente por la entidad crediticia, de 

acuerdo con los parámetros legales, jurisprudencialmente delimitados y, (iv) 

cuando cumplidas las anteriores condiciones se advierta por el juez, o que 

existen otros procesos ejecutivos en curso contra el deudor, por obligaciones 
diferentes, o que no obstante la reestructuración, el deudor carece de la 

capacidad financiera para asumir la obligación, se exceptúa el mandato de dar 

por terminado el proceso, el cual continuará, en el estado en el que se 

encontraba, por el saldo insoluto de la obligación.”1   

 

PETICIÓN 
 

A los Honorables Magistrados comedidamente solicito se REVOQUE EL AUTO 

mediante el cual se niega el mandamiento de pago pretendido a través de la 

demanda acumulada de la referencia y se disponga continuar con el trámite 

procesal pertinente. 

 

La suscrita recibe notificaciones 
E-mail: amtdabogada@gmail.com  

Teléfono: 3502713179 

 

 

Del Señor Juez, Atentamente, 

 
 

 

 

 

 
1 SU- 787 de 2012 CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA.  
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